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DESPIDO DIRECTO – REGISTRACION DEFICIENTE – DIFERENCIAS INDEMNIZATORIAS – DAÑO MORAL

CAMARA CIVIL, COMERCIAL DE FAMILIA Y DEL TRABAJO

SENTENCIA NÚMERO: DIECISIETE
En la Ciudad de Marcos Juárez a cinco días del mes de octubre de Dos mil doce, la Excma. Cámara Civil, Comercial, de Familia y del Trabajo de la Sede constituida en Sala Unipersonal integrada por el señor vocal Dr. Jorge Juan Alberto Namur y en presencia del Secretario autorizante, procede al dictado de la sentencia en estos autos caratulados "ROCHA, Daniel Sebastián c/ TALLERES RELCAR de Daniel y Héctor RUFFO" – Ordinario - Demanda Laboral - (Expte. N° 719149); de los que resulta: Que a fs. 94/100 comparece el actor Daniel Sebastián Rocha con el patrocinio letrado del Dr. Alejandro José Reale y entabla formal demanda laboral en contra de Talleres Relcar de Daniel y Héctor Ruffo, con domicilio en Sarmiento y Bouquet de la Ciudad de Leones, persiguiendo el cobro de la suma de Pesos Ciento setenta y dos mil quinientos cinco con ochenta y dos centavos ($.172.505,82), por los rubros, conceptos y daños especificados en la planilla que adjunta como formando parte de la demanda, con más los intereses, sanciones y costas.

Dice que ingresó a trabajar bajo las órdenes de la empresa a partir del día catorce de mayo de mil novecientos noventa y seis y recién el primero de junio de mil novecientos noventa y nueve lo registraron, pero sin tomar en cuenta la verdadera antigüedad pese al reclamo efectuado por su parte.

Que le pagaban las remuneraciones de la categoría “4” según escala de convenio colectivo del sector  (sector obra – Unión Obrera Gráfica Cordobesa) cuando desde el mes de diciembre de 2.006 realizaba tareas encuadradas en la categoría número 7. El sueldo se liquidaba por horas trabajadas.


Su tarea consistía en operar como encargado la guillotina electrónica de la planta que tiene la empresa en la Ciudad de Leones. 

En cuanto a la jornada de trabajo eran las normales según convenio y en ciertas ocasiones hacía horas extras. Trabajaba de lunes a jueves en la jornada de 7.30 a 12.00 y de 15.00 a 17.30 horas, los días viernes de 7.30 a 12.00 hs. y de 15 a 18.30 hs.. En el mes de marzo de dos mil nueve y hasta el despido, comenzaron a trabajar en horario corrido de 8.00 a 16.30 hs..
Afirma que en varias oportunidades reclamó que lo inscribieran en la categoría adecuada (7), le paguen las remuneraciones que le correspondían por Convenio y le registraran la antigüedad correcta. Pese a ello la parte empleadora reiteradamente se negaba a regularizar la situación (fecha de ingreso, categoría y remuneraciones). Por ese motivo con fecha 13 de noviembre de 2008 remitió TELEGRAMA LEY comunicándoles textualmente lo siguiente: “1.- Impugno mis recibos de sueldos en cuanto a la fecha de ingreso (1/06/1999), categoría (4), remuneraciones abonadas en “blanco” (por cuanto no se condice con mi real categoría y antigüedad), como así también las diferencias que me pagan fuera de los recibos de sueldos, en “negro” o “plus”.   2.- En efecto, denuncio como mi real fecha de ingreso el día 14 de mayo de 1996 y no la que figura incorrectamente en mis recibos de sueldos (01/06/1999), por cuanto es la verdadera fecha del comienzo de la relación laboral. 3.- Por otro lado, teniendo en cuenta las tareas que desempeño, mi real categoría es la 07 (Escala Salaria Sector Obra), y no la 4, como figura indebidamente en los recibos, que también impugno. 4.- Si la real categoría es la número siete (07), las remuneraciones deben ser adecuada teniendo en cuenta la escala salarial del sector obra (UNIÓN OBRERA GRÁFICA CORDOBESA - $2.224,86), calculando, además, mi real antigüedad, la categoría denunciada, y los sucesivos aumentos que se fueron dando desde diciembre de 2006 a la fecha, como así también los que se acordaron para el futuro (publicados hasta enero y marzo de 2009).  5.-  Asimismo recibo, como manifestara,  un “plus” o “diferencia” fuera de mis recibos de sueldos, por la suma de $100 mensuales (premio), que se me liquida en “negro” y que pretendo se incorporen a mis recibos de sueldos, con el debido pago de aportes y contribuciones.  6.- Por tales motivos y a los efectos de regularizar mi situación, los EMPLAZO para que dentro del término de 30 días registren correctamente mi contrato de trabajo en el libro especial del art. 52, en los organismos públicos y previsionales (AFIP – ANSES, etc.) correspondientes y en toda documentación laboral que resulte exigible, conforme a mi real remuneración (escala Salarial  - Sector Obra, categoría siete, $2.224,86, que es la base, más las horas trabajadas), fecha de ingreso (14 de mayo de 1996), categoría (número siete -07- ),  adecuación de remuneraciones desde diciembre de 2006 a la fecha y la incorporación al recibo de sueldo de los $ 100 mensuales pagados en “negro”, todos denunciadas e impugnados supra, bajo apercibimiento de solicitar las sanciones establecidas en la ley 24013 y sus modificatorias (ley 25345) y considerarme injuriado y en situación de despido indirecto.  Conforme lo establecen las normas vigentes procedo en este acto a efectuar presentación ante la AFIP  –  Delegación Marcos Juárez – en debida forma… “,  efectuando la correspondiente comunicación a la AFIP. 
Manifiesta que la relación y el trato del empleador cambió hacia su persona a partir de este telegrama donde les requería la correcta inscripción; pidió explicaciones pero no tuvo respuestas concretas: Sin embargo como “represalias” a su reclamo legítimo le sacaron de su puesto de trabajo para hacer tareas de cadetería y limpieza. 
El empleador contestó por CD. de fecha 19 de noviembre de 2008 rechazando su requerimiento. Ante esa situación respondió mediante otro telegrama ley, diciendo textualmente lo siguiente: “Por la presente procedo a responder la CARTA DOCUMENTO de fecha 19 de noviembre de 2008, en los siguientes términos: 1.- Ratifico mi anterior comunicación (TELEGRAMA LEY 23.789) en todos sus términos, esto significa que es totalmente falso el contenido de la CARTA DOCUMENTO enviada.  2.-  En consecuencia reitero el emplazamiento cursado, debiendo Uds. inscribirme debidamente, tal como fuera relacionado y dentro del término estipulado por la ley 24013 y modificatorias. Todo  bajo el apercibimiento enunciado en dicho telegrama. 3. Por otro lado, desde el momento en que Uds. recibieron las impugnaciones de mi parte y el emplazamiento para lograr la debida inscripción (TELEGRAMA LEY), he sido sujeto de represalias por parte de la empresa, precisamente me han retirado del puesto de trabajo (guillotina electrónica – categoría denunciada) para luego mandarme a trabajar en puestos de inferiores categorías (cadetería y limpieza). Esta situación es humillante y me provoca un daño moral que resulta difícil de tolerar, más allá de significar un claro incumplimiento a los deberes dispuesto por la ley de contrato de trabajo por parte del empleador (buena fe, variación de las condiciones del contrato, ésta medida como sanción, discriminación por el ejercicio de derechos laborales, exceso y mal uso de la facultad de organización, etc.), por lo tanto los emplazo para que dentro del término de 24 horas ordenen mi restitución al puesto de trabajo que ejercía previo a la intimación antes relacionada, todo bajo apercibimiento de considerarme injuriado y despedido sin causa…”.

La situación de tener que realizar tareas de barrido, limpieza, ordenamiento y cadetería no era más que una sanción improcedente e ilegal por su decisión de hacer valer legítimos derechos.

Sigue diciendo que era su intención hacer valer sus derechos y terminar con la persecución y discriminación que sufría a diario en la empresa y que relata  en su escrito de demanda, a los que nos remitimos por cuestiones de brevedad, pero la parte empleadora se había ensañado con él producto de la intimación por el cual les requería registrar debidamente la relación en cuanto a la fecha de ingreso, categoría y remuneraciones percibidas.

Que esta situación le generó angustias, aflicciones, una gran depresión. De operar una máquina electrónica que implicaba en los hechos un categoría 7 pasó a limpiar, ordenar y realizar tareas de cadetería por una decisión arbitraria del empleador. Si dudas que ello le generó un daño moral que debe ser reparado, independientemente de los rubros indemnizatorios y sanciones que pide en planilla anexa. Además de cambiarle de su puesto original de trabajo el Señor Héctor RUFFO (uno de los dueños de la empresa), se reía de él y le decía que “ahí tenía la puerta”, haciendo referencia que renunciara, que se vaya. 

 Como no obtuvo respuesta satisfactoria y el empleador continuaba con sus actos persecutorios, discriminatorios e ilegales. El día 09 de marzo de 2009 formuló denuncia ante la Delegación del Ministerio del Trabajo, solicitando se cite a los empleadores a los efectos de que a) Le regularicen contable e impositivamente su situación laboral conforme antigüedad, categoría y remuneración denunciada en los Telegramas Ley (transcripto en la presente); b) Le paguen diferencias de haberes por categoría desempeñada “7” y no la “4”, como incorrectamente figura en los recibos; c) Le restituyan desde el emplazamiento el “plus” de $100 que mensualmente le abonaban por mes y que dejaron de pagarlos a partir de la primera notificación (esto es del mes de noviembre de 2008); d) Le restituyan a su anterior puesto de trabajo (guillotina electrónica – categoría 7), dejando sin efecto trabajos que por su antigüedad provocan daños morales e indignación frente a mis compañeros de trabajo (limpieza - cadetería); e) Le aclaren si el sindicato que representa a los empleados inició diligencias tendientes a reclamar la categorización del personal de Talleres Relcar, dando intervención al Ministerio de Trabajo de la Provincia, en ese caso si está incluido en la calificación; f) Le liquiden correctamente sus días por casamiento; g) Se liquiden los horas incorrectamente descontadas del recibo período febrero de 2009 (84 horas) bajo el rubro “ausente sin permiso”, por considerarlas una determinación de horas superiores a las solicitadas por enfermedad y por estar, además, justificadas por diagnóstico médico correctamente notificado a la parte empleadora; h) Le otorguen diariamente un control de ingreso porque la máquina electrónica con la tarjeta personal que tiene en su poder no registró algunos de los días que asistió al trabajo e i) Finalmente se aclare si situación laboral.

Dejó constancia en la denuncia que los servicios prestados para la empleadora habían sido en el carácter de empleado categoría “7”, (Convenio Gráficos), de una relación laboral transcurrida entre el 14 de mayo de 1996 hasta la fecha de denuncia (tres años transcurrieron en negro – sin registración) y que su última remuneración fue de $ 909,22 (de bolsillo) en el mes febrero de 2009, porque le descontaron incorrectamente 84 horas y le calcularon indebidamente su remuneración en base a la categoría 4.

Con fecha  20 de marzo de 2009, una vez que la empleadora recibió la notificación de la denuncia ante el Ministerio de Trabajo, recibió la comunicación de despido por Carta Documento. 

Sostiene que no caben dudas que el despido obedece a la intimación cursada con fecha 13 de noviembre de 2008, por el cual requería dentro del plazo de ley se inscriba debidamente la relación laboral en cuanto antigüedad, categoría y remuneraciones. Esa fue realmente la causal que motivó la decisión injusta de la empresa empleadora.- 
Se había designado audiencia para el día 23 de marzo de 2009, donde se pasó a un cuarto intermedio para el día 30 de marzo de 2009, fecha en la cual compareció el Señor Daniel Ruffo, manifestando que lo hacía en nombre y representación de la empleadora. En ese momento y conforme al despido se le abonó la suma de $.22.825,00  en concepto de aguinaldo proporcional ($455); vacaciones proporcionales ($554); preaviso ($3.636) e indemnización por despido incausado ($18.180), que recibió “bajo reservas”. 
Que los rubros indemnizatorios pagados ante la Delegación del Ministerio del Trabajo de Marcos Juárez obedecen a cálculos de la categoría 4 (incorrecta) y la falsa fecha de ingreso volcada en los recibos (año 1999), que no es lo que legalmente le corresponde. 

Es por ello que reclama diferencias de haberes, de los rubros indemnizatorios, además demanda que la accionada le pague las sanciones establecidas en la Ley 24013, 25323 y aquellas previstas en la L.C.T. y/o las que correspondan por ley y/o convenio, esto teniendo en cuenta la real fecha de ingreso, la categoría y el sueldo reclamado. 

 
 Designada la audiencia de conciliación, ésta se lleva a cabo según las constancias de fs. 111. A la misma asiste el actor acompañado de su letrado patrocinante Dr. Alejandro José Reale y por la demandada lo hace el Sr. Héctor José Ruffo, en representación de la empresa de hecho Talleres Relcar de Daniel y Héctor Ruffo,  acompañado de su letrada patrocinante Dra. María de los Ángeles Bini. Abierto el acto por S.S., invita a las partes a arribar a una conciliación, la que no se logra. En virtud de ello la actora se ratifica de la demanda en todas y cada una de sus partes y la demandada a través de su letrada contesta la misma en los términos de su memorial obrante en fs. 106/110vta. .Por el mismo desconocen todos los hechos y el derecho en que se basa el actor, salvo los que se reconozcan expresamente por  la presente contestación, a los que nos remitimos por cuestiones de brevedad.

Abierta la causa a prueba, la actora ofrece la que hace a su derecho a fs. 153/155vta., consistiendo la misma en la siguiente: Documental-Instrumental, Exhibición de Documentación, Informativa, Testimonial, Pericial Caligráfica, Absolución de Posiciones y Presunciones.- Lo propio hace la demandada a fs. 337/338, ofreciendo: Confesional, Testimonial, Documental, Informativa e Inspección Ocular. Diligenciada la prueba que correspondía por ante el Juzgado de Conciliación, se eleva la causa a esta Cámara y una vez avocada, se designa audiencia de vista de causa (fs. 627), la que se celebra en el día y horas fijados, con la presencia de partes, continuidad y actos procesales que registran las actas obrantes a fs. 632, 637, 644 y 665. 

 
 En la audiencia de vista de la causa, se fijaron como cuestiones a resolver las siguientes: ¿Es procedente el reclamo de la actora?; ¿Qué corresponde resolver en definitiva?; y el día de lectura de la sentencia, la que es modificado por decreto de fs. 666 para el día de la fecha, debidamente notificado a las partes (fs. 667/669). 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DR. JORGE JUAN ALBERTO NAMUR; DIJO:


I. Relación de causa. 


La relación de causa que antecede, satisface a mí entender las exigencias el código de procedimiento del fuero, por lo que a ella nos remitimos, sin perjuicio de que se pueda remarcar algún aspecto de interés para un mejor desarrollo de la cuestión.-


II. La cuestión a decidir.


El actor, Daniel Sebastián Rocha, despedido sin causa e indemnizado, denuncia una registración deficiente relacionada con la real fecha de ingreso y la categoría que desempeñaba al momento del distracto. Como consecuencia de ello demanda diferencia de haberes y de los rubros indemnizatorios percibidos en menos; las sanciones de las Leyes 24.013 y 25.323; las previstas en la Ley de Contrato de Trabajo y las que correspondan por convenio. Demanda también por daño moral.

III. Fecha de ingreso.

III.1. Se denuncia en la demanda que la real fecha de ingreso fue el día catorce de mayo de mil novecientos noventa y seis, pero que recién lo habrían registrado el día primero de Junio de mil novecientos noventa y nueve.

III.2. Obra en autos el legajo del actor con la ficha individual suscripta por el mismo el día primero de junio de mil novecientos noventa y nueve, en donde consta que la fecha de ingreso fue ese día (fs. 328).

III.3. Desde allí en adelante el actor fue percibiendo el sueldo y firmando los recibos, que en ese sentido obedecían a la fecha de ingreso de la planilla individual como la del comienzo de la relación laboral (ver a modo de ejemplo recibos de fs. 313/320). 


III.4. La manifestación efectuada por el actor en los alegatos sobre el mérito de la prueba de un supuesto reconocimiento por parte de la Empresa de la fecha de ingreso el 14.05.1996, no es de recibo.

Es que su interpretación debe serlo dentro del contexto de todas las actuaciones del Ministerio de Trabajo, en función a la denuncia de una deficiente registración que da inicio a las actuaciones.

Si reparamos en cada una de ellas, vemos que en la de fs. 277, se inserta la fecha “14.05.96”; en la de fs. 550, “May/96” y en la de fs. 565, “14 años” (números que encierran cierta suspicacia, si reparamos en la diferencia de tamaño entre el 1 y el 4 y cierta deficiencia en este último no salvada), lo que indicaría que el actor habría ingresado a trabajar el 15 de Enero de 1.995, si tomamos la fecha de la inspección, por lo que la firma inserta por parte de la patronal en el acta no implica más que el reconocimiento de la actuación y el reclamo, pero no su aceptación, que es lo que se mantiene controvertido.

Repárese que la planilla da cuenta de que existen recibos de pago, pero en ninguno de ellos se inserta esa fecha como la de ingreso, sino que, por el contrario, la aceptada por el actor en su planilla individual, salvo algunos que no la tienen y que por ello puede haber creado confusión y por ello el inspector insertar la invocada por el empleado. Si bien esto último es una simple conjetura, lo es porque esas fechas no surgen de documentación laboral, ya que solamente ello habría ocurrido con los detallados a fs. 564 en la que expresamente se aclara esa circunstancia; y menos –conforme los términos de sendas actas- de que haya sido invocado ó aceptado por la patronal.
En definitiva, no es prueba que lo acredite fehacientemente, tal como lo invoca el actor en sus alegatos.  


III.5. En cuanto a que el testimonio de Gustavo Jorge Molina corrobora lo que el actor denomina ingreso en negro desde Mayo de mil novecientos noventa y seis por el simple hecho de haber manifestado que cuando el ingresó Daniel Rocha ya estaba trabajando, además de no dar suficiente razón de lo dicho como para avalar esa circunstancia, no podemos soslayar que Molina actuó como delegado gremial en las inspecciones del Ministerio de Trabajo denunciando esas supuestas irregularidades (ver a modo de ejemplo acta de fs. 549/550), lo que hace perder valor de convicción a su declaración por sobre lo suscripto por el propio actor y aceptado inveteradamente en los recibos de sueldo.

III.6. Tampoco se acredita que la documentación sin firma obrante a fs. 17/30 haya sido extendida por la demandada en función a supuestos pagos que puedan conectarse a una relación de dependencia laboral. 
La pericia caligráfica solo dice que los mismos tienen  determinada apariencia pero en modo alguno se lo puede tener como extendido por la patronal y ni siquiera tienen la fecha en que ello ocurrió, independientemente de que invoquen un período. 
Por otro lado, la supuesta extensión de lo que sería la copia de los recibos de sueldo sin firmar por parte de la patronal en el período que denuncia como trabajador no registrado, ni siquiera fue invocado como hecho revelador de esa situación en la demanda.

Por ello, igual conclusión merece el análisis de las copias de fs. 48/51, que si bien se acredita mediante la pericia caligráfica de que pertenecen al puño y letra de la Sra. Clara Di Pascual, como testigo de la causa no esclarece en modo determinante la situación de esos supuestos recibos, que carecen de fecha de suscripción como para poder imputarlos como pagos por una relación de dependencia laboral entre actor y demandados.

La similitud denunciada con lo actuado con Garay no es tal, pues con este último se acompaña un contrato por tiempo determinado supuestamente firmado por la patronal (fs. 142), lo que no se acredita haber ocurrido con Rocha. 


III.7. El testimonio de Garay, quien reconoció que le dio la prueba instrumental agregada a fs. 142/150, a pesar de esta relación, tampoco puede tomarse como prueba fehaciente para desvirtuar lo suscripto por el actor, cuando en la audiencia de vista de la causa dice haber ingresado en Abril de 1.996; le entregó al actor una documentación en la que suscribe como fecha real de ingreso el 1/09/96 y manifiesta que Rocha ingresó cree que un año después.
III.8. En definitiva, después de diez años, la prueba valorada no permite innovar la fecha del primero de Junio de mil novecientos noventa y nueve, como la de ingreso del actor Daniel Sebastián Rocha como empleado en relación de dependencia laboral en la imprenta denominada Talleres Relcar de Daniel y Héctor Ruffo.    

IV. Categoría.

IV.1. El actor manifestó en su demanda que desde el mes de diciembre de dos mil seis realizaba tareas encuadradas en la categoría 7 del Convenio Colectivo del sector, consistiendo las mismas en operar como encargado la guillotina electrónica de la planta que tiene la empresa en la Ciudad de Leones.

IV.2. Si bien la parte demandada niega la categoría asumida por el actor afirmando que le correspondía la categoría 4, lo cierto es que reconoce al contestar la demanda, que Daniel Rocha, entre otras actividades que desempeñaba, comenzó a operar la guillotina a comienzos de dos mil ocho, cuando el Sr. Barbero, que es quien lo hacía, se desvinculó de la empresa.

IV.3. El nomenclador de tareas del convenio colectivo de trabajo del sector, establece que para el manejo de guillotinas, el cortador especializado en trabajos de gran precisión, reviste la categoría 7; el de guillotina electrónica con programación de cortes, categoría 8; el oficial Práctico en trabajos que exigen especial cuidado ó cortador en máquina de tres cortes, categoría 7; y el Operario Cortador práctico en trabajos corrientes, resmas en blanco para blocks, refilado de blocks, talonarios y cartones para los mismos, categoría 6.
A su vez, el art. 20 del CCT. 409/05 establece que cuando un trabajador se desempeñe en dos ó más tareas, gozará del sueldo de la categoría superior.

IV.4. Aplicados esos conceptos al particular, vemos que le asiste razón al demandante, porque desde el momento en que acredita haber manejado la guillotina, hecho este reconocido por la patronal, debió encuadrárselo correctamente conforme la categoría de convenio, lo que no se hizo.

En ese sentido, la pretensión de la demandada se agota en mantener la categoría 4, pero no cuestiona que conforme la actividad en la guillotina corresponda la categoría 7, ni manifiesta que corresponda otra, por lo que debe encuadrarse en la solicitada por el actor. 

IV.5. Determinada la categoría conforme a convenio en relación con la actividad desarrollada, vemos que existe también divergencia en el tiempo en que Rocha habría comenzado a operar la guillotina.

Mientras el actor en su demanda denuncia que lo fue desde el mes de diciembre de dos mil seis, los demandados manifiestan que lo fue desde el comienzo de dos mil ocho, cuando el Sr. Barbero que es quien lo hacía, se desvinculó de la empresa.

IV.6. Y en este segmento le asiste parcialmente razón a los demandados. Dos de los testigos que declararon en la causa coinciden en que era Barbero quien operaba la guillotina y que recién cuando este se fue, comenzó Rocha a operarla (Scuriatti y Molina). 
A partir del mérito de esta manifestación testimonial es que el actor concluye que operó la máquina entre uno y dos años (4to. Párrafo de fs. 648 vta.), coincidente con el testimonio de Scuriatti que Barbero se fue más ó menos a mediados de dos mil siete.

Si el despido se produce el veinte de marzo de dos mil nueve, es equitativo en función de la propia valoración de la prueba del actor fijar como fecha en que el trabajador comenzó a desempeñarse en la categoría 7 EN el mes de Septiembre de dos mil siete.
Ahora bien, no obstante que ante el reclamo del actor se lo habría hecho dejar de cumplir esa tarea, aun cuando lo fuera “para cuidar la salud de la guillotina”, tal como se dijo en la confesional de Héctor Ruffo, lo cierto es que, conforme al convenio, todo trabajador que remplace a otro trabajador de categoría superior, percibirá el sueldo correspondiente a la categoría que pase a ocupar desde el primer día inclusive mientras dure el remplazo, que no podrá exceder de 9 meses en el año, al cabo de los cuales el remplazante obtendrá automáticamente la categoría superior (art. 41 CCT. 409/05), por lo que de parte de Rocha, conforme el tiempo transcurrido desempeñando esa actividad, se trataba de un derecho adquirido. 

V. Los Rubros Reclamados.


V.1. Diferencia de haberes.  


V.1.a. Reclama por este concepto la suma de Pesos Dieciocho mil quinientos treinta y dos con catorce centavos, correspondientes a los meses de Enero a Diciembre de Dos mil siete más la correspondiente al Sueldo Anual Complementario de ese año; Enero a diciembre de dos mil ocho más la del sueldo anual complementario de ese año; Enero a Marzo de dos mil nueve (Pto. 1 de la planilla de fs. 92/93).


V.1.b. Teniendo en cuenta que corresponde la categoría 7 a partir del mes de Septiembre de dos mil siete, el reclamo procede a partir de esa fecha y hasta el mes del distracto, y va a surgir de lo percibido por el actor como categoría 4 y lo que debió percibir conforme la nueva categoría 7 conforme la escala salarial del sector.


V.2. Diferencia por rubros indemnizatorios.


V.2.a. El actor pretende incluir en este rubro como fecha de ingreso la del 14.05.1996, que como vimos no corresponde.


V.2.b. Como tal, teniendo en cuenta solo la diferencia salarial por categoría, es que corresponde hacer lugar a la diferencia en más por los rubros indemnización por despido; sustitutiva del preaviso; S.A.C. proporcional y Vacaciones proporcionales. 

V.3. Indemnización art. 9 Ley 24.013.


V.3.a. Funda su pretensión el actor con motivo de la deficiente registración de su fecha de ingreso.


V.3.b. Teniendo en cuenta que ello no es procedente, el rubro se rechaza.


V.4. Indemnización Art. 15 Ley 24.013.

V.4.a. El actor oportunamente intimó a la patronal a establecer el verdadero monto de las remuneraciones conforme a la categoría que el mismo revestía, cumplimentando de esa manera la disposición del art. 11 de la Ley 24.013 con la comunicación oportuna a la AFIP. (ver fs. 1 y 223).


V.4.b. Ello le fue negado por carta documento de fecha 18.11.2008  (fs. 2), procediendo al despido sin causa del empleado por intermedio de carta documento del 20.03.2009, invocando restructuración técnica y administrativa de la empresa (fs. 7). 


V.4.c. Teniendo en cuenta que el despido del trabajador se produce dentro del plazo de los dos años que establece el art. 15 de la ley 24.013, se presume que el mismo obedece a la intimación efectuada, por lo que el reclamo procede  conforme las pautas fijadas y de conformidad a la fecha de ingreso que imponen los recibos de sueldo. 

V.5. Indemnización art. 2 Ley 25.323. 

V.5.a. Dice el actor que intimó a la patronal el pago de las indemnizaciones, lo que no aconteció en debida forma.

V.5.b. Teniendo en cuenta las particularidades de la causa en las que se abonó la indemnización pero en forma deficiente, el reclamo es procedente solo sobre el monto indemnizatorio no percibido.  

V.6. Daño Moral.

V.6.a. Sostiene el actor que la situación de conflicto vivida con la empresa le generó angustias, aflicciones y una gran depresión, lo que generó un daño moral que debe ser reparado. Pide la suma de Pesos Treinta mil.  

V.6.b. Sin perjuicio de la procedencia ó no del rubro en circunstancias de hecho como la planteada, lo cierto es que el actor no pudo ligar siquiera aquella situación de aflicción, angustia y depresión con la relación laboral.
En efecto, la profesional citada como testigo reconoce el certificado de fs. 72 y dijo que trató al actor por un cuadro de estrés, insomnio y dolor cervical y que padecía soriasis desde el año dos mil cuatro. No recuerda otros motivos, uno es laboral, estaba en pareja pero no recuerda bien. Le pidió un certificado que acreditara que estaba en tratamiento. No hizo más certificados. Con una sola entrevista no hay certificados. Es corto el tratamiento.
Preguntada para que defina el estrés, contestó no saber como explicarlo y que no estaba preparada para esta audiencia; concluyó que no sabía explicarlo en ese momento.

V.6.c. Con esos antecedentes resulta imposible establecer cualquier nexo de causalidad entre la aflicción denunciada y la situación conflictiva laboral como para determinar si jurídicamente es procedente el reclamo por daño moral, por lo que corresponde su rechazo.
En los términos expuestos me expido a la cuestión por la afirmativa.
A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑIOR VOCAL DR. JORGE JUAN ALBERTO NAMUR; DIJO:


Conforme los fundamentos dados a la primera cuestión, corresponde:

 
  I. Hacer lugar parcialmente a la demanda, condenando a los demandados a abonar al actor los siguientes rubros: a) diferencias de haberes a partir del mes de septiembre de dos mil siete y hasta la fecha del distracto; b) diferencia por los rubros indemnización por despido; sustitutiva del preaviso; SAC proporcional y Vacaciones proporcionales; c) Indemnización del artículo 15 de la Ley 24.013 y d) Indemnización art. 2 Ley 25.323, todo de conformidad a las pautas fijadas en el tratamiento a la primera cuestión. 


II. Se deberá rechazar la Indemnización del artículo 9 de la Ley 24.013 y el rubro Daño Moral.

III. La determinación de los montos de condena deberá efectuarse en la etapa previa a la ejecución de la sentencia, por planilla que deberán presentar las partes ó el Tribunal en su defecto, conforme las pautas dadas en el tratamiento a la primera cuestión, debiéndose adicionar un interés de la tasa pasiva que publica el Banco Central de la República Argentina, con mas el dos por ciento nominal mensual desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, con el límite de la tasa activa. 

IV. Las costas imponerlas a cargo de los demandados que resultan vencidos, debiéndose diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para su oportunidad y una vez que se establezca la base definitiva de condena.
Por los fundamentos expuestos y normas legales citadas el Tribunal constituido en forma unipersonal; RESUELVE:


  I. Hacer lugar parcialmente a la demanda interpuesta por el Sr. Daniel Sebastián Rocha, condenando a los demandados a abonar al actor los siguientes rubros: a) diferencias de haberes a partir del mes de septiembre de dos mil siete y hasta la fecha del distracto; b) diferencia por los rubros indemnización por despido; sustitutiva del preaviso; SAC proporcional y Vacaciones proporcionales; c) Indemnización del artículo 15 de la Ley 24.013 y d) Indemnización art. 2 Ley 25.323, todo de conformidad a las pautas fijadas en el tratamiento a la primera cuestión. 


II. Rechazar la Indemnización del artículo 9 de la Ley 24.013 y el rubro Daño Moral.


III. La determinación de los montos de condena deberá efectuarse en la etapa previa a la ejecución de la sentencia, por planilla que deberán presentar las partes ó el tribunal en su defecto, conforme las pautas dadas en el tratamiento a la primera cuestión, debiéndose adicionar un interés de la Tasa Pasiva que publica el Banco Central de la República Argentina, con más el dos por ciento nominal mensual desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, con el límite de la Tasa Activa. 

IV. Imponer las costas a los demandados que resultan vencidos, difiriendo la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para su oportunidad y una vez que se establezca la base definitiva de condena.


Protocolícese.-
Fdo.: Dr. Namur – Vocal – Meneses - Secretario
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